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De acuerdo con las competencias atribuidas a este Consejo por la Ley 3/93, de 16 
de Julio, y de conformidad con 10 previsto en su Reglamento de Organización y Fun­
cionamiento Interno, el Pleno del Consejo Económico y Social de la Región de Mur­
cia, en su sesión celebrada el día 19 de Abril de 1.999, acuerda aprobar por unanimidad 
el siguiente 

Dictamen 

1.- ANTECEDENTES 

Con fecha 18 de Febrero de 1999 tuvo 
entrada en este Consejo escrito de la Con­
sejería de Medio Ambiente, Agricultura y 
Agua por el que se solicitaba, a los efectos 
previstos en los artículos 5 de la Ley 3/93, 
de 16 de julio y 11 del Reglamento de Or­
ganización y Funcionamiento de este Or­
ganismo, emisión de Dictamen sobre el 
Anteproyecto de Ley de modificación de 
la Ley 7/1995, de 21 de Abril, de la fauna 
silvestre, caza y pesca fluvial de la Región 
de Murcia. 

El derecho a cazar y pescar se ha veni­
do considerando como una facultad natu­
ral y consustancial al ser humano desde 
tiempo inmemorial, convirtiéndose actual­
mente en una actividad tradicional con gran 

incidencia sobre las poblaciones de las es­
pecies de la fauna silvestre y acuícola y, 
por tanto, de gran trascendencia para su 
conservación. Es por ello que la gestión de 
la caza y la pesca debe considerarse en el 
marco de la política de conservación de la 
naturaleza y de los recursos renovables. Por 
otro lado, los recursos naturales se encuen­
tran cada día más amenazados, por lo que 
se impone la necesidad de su protección. 

En las últimas décadas se ha desarro­
llado la actividad cinegética y piscícola de 
forma considerable, ya sea por su aprove­
chamiento o por la necesidad del ser hu­
mano de mantener contacto con la 
naturaleza. En la caza y la pesca existen 
intereses que se contraponen, los deriva­
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dos de los titulares de derechos cinegéticos 
y piscícolas, los de los agricultores y los 
titulares dominicales de terrenos y los in­
tereses públicos relacionados con la con­
servación de los recursos naturales. 

Por otro lado, la concepción moderna 
de las actividades cinegéticas y píscícolas, 
las presenta hoy día como una importante 
actividad deportiva y de ocio, de honda tra­
dición popular en nuestra Región, al alcan­
ce de todos los murcianos. Esta actividad 
debe ejercitarse, además, de una manera 
racional y ordenada de tal forma que se 
garantice la existencia permanente de los 
recursos cinegéticos y piscícolas y el cui­
dado y mejora de los hábitats de nuestra 
fauna silvestre y acuícola, armonizándose 
la supervivencia de las especies frente al 
inmoderado acoso del ser humano y utili­
zando la caza y la pesca como instrumen­
tos que contribuyen a la renovación y 
mejora de las poblaciones animales y al 
mantenimiento del equilibrio entre éstas. 

En este sentido, debe recordarse, como 
hace la Exposición de Motivos de la Ley 
7/1995, de 21 de abril, de la Fauna Silves­
tre, Caza y Pesca Fluvial de la Región de 
Murcia, que las sierras murcianas presen­
tan más de 20 parejas de grandes y media­
nas rapaces por cada 100 Kilómetros 
cuadrados de hábitat disponible, la mayor 
parte de ellas amenazadas a escala inter­
nacional. Mamíferos escasos como la nu­
tria o la cabra montés, o reptiles singulares 
de futuro incierto como la tortuga mora 
enriquecen aún más los sistemas monta­
ñosos de esta Región. Los saladares, las 
estepas cerealísticas y los espartales so­
portan importantes poblaciones de aves 
esteparias. También presentan rango inter­
nacional ciertos complejos lacustres lito­
rales por sus poblamientos de aves 
acuáticas, larolimícolas y peces 
ciprinodónticos. Las islas e islotes murcia­
nos son, a su vez, áreas de relevancia para 

varias poblaciones de aves marinas de dis­
tribución restringida. 

De este modo, muchas localidades de 
la Región de Murcia cumplen suficientes 
criterios cuantitativos para que su con­
tribución a las estrategias europeas de 
conservación de lafauna silvestre sea sig­
nificativa. A pesar de todo ello, la fauna 
silvestre de esta Región ha sufrido la ex­
tinción de más de treinta especies de 
vertebrados en épocas históricas, la ma­
yor parte de ellas en los últimos cien años 
por desaparición y alteración de sus 
hábitats, exterminio dirigido y más 
infrecuentemente por sobreexplotación ci­
negética. 

La primera Ley de Caza de España ve 
la luz el 10 de enero de 1879 y vino a ser 
sustituida por la Ley de 16 de mayo de 1902 
de larga vigencia, derogada por la actual 
Ley de 4 de abril de 1970, la cual ha confi­
gurado el derecho cinegético, aportando los 
principios fundamentales que lo inspiran, 
las soluciones a los problemas y la filoso­
fía que anima dicho derecho. Es evidente 
que la citada Ley de Caza de 1970 nació 
en un contexto social donde los plantea­
mientos en relación con el medio ambien­
te eran muy diferentes a los actuales. 

El marco normativo actual se inicia con 
el artículo 45 de la Constitución Española, 
donde se establece el derecho de todos los 
españoles a disfrutar de un medio ambiente 
sano y, por tanto, también el deber de con­
servarlo, así como el protagonismo de los 
poderes públicos en la regulación y 
racionalización del uso de los recursos na­
turales. La Ley 4/1989, de 27 de marzo, de 
Conservación de los Espacios Naturales y 
de la Flora y la Fauna Silvestres constituye 
otro hito en el marco jurídico actual al tratar 
la gestión de la fauna silvestre de un modo 
global, integrando sin precedentes los pre­
ceptos conservacionistas con la regulación 
del aprovechamiento cinegético y piscícola, 

2 



ICES 


bajo el objetivo común de garantizar el man­
tenimiento de las poblaciones animales sil­
vestres, incorporando parte de los 
compromisos adquiridos por España a ni­
vel internacional en materia de protección. 

En uso de las competencias conferidas 
por el Estatuto de Autonomía, que atribu­
yen a la Región de Murcia las facultades 
exclusivas en caza y pesca fluvial y la pro­
tección de los ecosistemas en los que se 
realizan dichas actividades, así como el 
desarrollo de la legislación básica del Es­
tado, en este caso la Ley 4/1989, Y la re­
dacción de normas adicionales en materia 
de protección del medio ambiente, entre 
otras competencias de desarrollo legislati­
vo relacionadas con la conservación de la 
naturaleza, se aprobó la Ley 7/1995, de 21 
de abril, de la Fauna Silvestre, Caza y Pes­
ca Fluvial de la Región de Murcia, que se 
concibió en el ejercicio de dichas compe­
tencias al objeto de avanzar en los instru­
mentos normativos, técnicos y de gestión 
que posibiliten la integración de la tutela 
pública sobre la biodiversidad que supone 
la protección general de lafauna silvestre, 
con el aprovechamiento cinegético y 
piscícola de determinadas especies 
fauní..<;ticas susceptibles de utilización or­
denada y racional por parte del hombre. 
Al mismo tiempo se pretende dar respues­
ta a las exigencias que se derivan de la 
aplicación de las Directivas Europeas de 
Aves y Hábitats que avalan un papel nota­
ble de la Región de Murcia en las estrate­
gias internacionales de conservación de la 
diversidad biológica y se fomenta el ejer­

cicio regulado de los aprovechamientos de 
la fauna silvestre en su proyección más 
social y tradicional. 

Con posterioridad se aprobó la Ley 11/ 
1995 que modificó a la citada Ley 7/1995, 
para posibilitar la aplicación de las órde­
nes anuales de veda a los terrenos 
cinegéticos de aprovechamiento común a 
los que se refiere el artículo 9 de la Ley 11 
1970, de 4 de abril, de Caza, de tal forma 
que se modificó el sistema previsto en la 
Ley 7/1995, que limitaba el ejercicio de la 
caza a los terrenos, a tal efecto, denomina­
dos cotos y reservas regionales de caza, lo 
que conllevaba la supresión de la caza con 
arma de fuego en los terrenos cinegéticos 
de aprovechamiento común citados. 

El Anteproyecto de Ley de Modifica­
ción de la Ley 7/1995, de 21 de abril, de la 
Fauna Silvestre, Caza y Pesca Fluvial de 
la Región de Murcia, se justifica, de acuer­
do con lo recogido en su Exposición de 
Motivos, en la desactualización del actual 
cuerpo legal en materia de caza y pesca 
fluvial, lo que demanda su sustitución por 
una regulación legislativa que permita una 
acción pública de control efectiva y una 
adecuada unidad de función, sin limitar por 
ello los derechos de los sectores afectados 
y en consecuencia los ejes sobre los que 
pivota la presente regulación giran bási­
camente en la clasificación de los terrenos 
cinegéticos, infracciones y su sanción y la 
adecuación de conceptos generales de ges­
tión, práctica y ejercicio de las modalida­
des tradicionales de caza y pesca. 
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I.ESTRUCTURA y CONTENIDO.­

El Anteproyecto de Ley de modifica­
ción de la Ley 7/1995, de 21 de abril, de 
la fauna silvestre, caza y pesca fluvial de 
la Región de Murcia consta de una Expo­
sición de Motivos, tres artículos, ocho 
disposiciones transitorias, una Disposi­
ción Final, una Disposición Derogatoria 
y dos anexos. 

La Exposición de Motivos justifica la 
elaboración del Anteproyecto en el tiempo 
transcurrido desde la entrada en vigor de la 
Ley 7/1995, de 21 de abril, de la Fauna Sil­
vestre, Caza y Pesca Fluvial, que ha hecho 
necesario un marco unitario específico para 
adecuar la realidad social y legislativa a las 
actividades cinegéticas y piscícolas. 

En concreto, afirma la Exposición de 
Motivos, es necesario realizar una nueva 
clasificación de los terrenos cinegéticos, 
una nueva regulación de las infracciones y 
sanciones así como la adecuación de con­
ceptos generales de gestión, práctica y ejer­
cicio de las modalidades tradicionales de 
caza y pesca. 

Asimismo se da una nueva regulación 
a la responsabilidad por daños producidos 
por el ejercicio de las actividades de caza 
y pesca. 

En lo relativo a las modalidades tradi­
cionales de caza se incluye la cetrería y la 
caza de perdiz con reclamo y la captura de 
fringílidas. La pesca se ha limitado a la 
captura con cañas y reteles. 

Respecto a las sanciones se incluyen 
nuevas tipificaciones de ilícitos así como 
un atemperamiento del importe económi­
co de las sanciones y se introducen nuevas 
sanciones accesorias como la suspensión 
del ejercicio de la actividad, así como la 
pérdida del permiso de armas, los comisos 
y el nuevo examen para los cazadores y 

pescadores que cometan infracciones gra­
ves o muy graves. 

El artículo 1 sustituye el Título III "Or­
denación del aprovechamiento de la fauna 
silvestre" y el Título IV "Vigilancia de la 
fauna silvestre, caza y pesca" de la Ley 7/ 
1995, de 21 de abril, de la Fauna Silvestre, 
Caza y Pesca Fluvial por el nuevo Título 
111, denominado Ordenación del aprove­
chamiento de la Fauna Silvestre. 

Este Título 111 consta de 52 artículos, 
estructurados en cinco capítulos, divididos 
en secciones. 

El Capítulo 1, denominado Normas Ge­
nerales, está integrado por tres artículos. 

El artículo 43 contiene las condiciones 
básicas para el aprovechamiento de la fau­
na silvestre, exigiendo que se realice por 
personas mayores de 14 años, en posesión 
de la pertinente licencia, habiendo acredi­
tado la aptitud y el conocimiento precisos, 
así como la disposición de los permisos 
correspondientes y demás requisitos legal­
mente exigidos. Los menores de edad en 
el ejercicio de la caza o de la pesca fluvial 
deberán ir acompañados en todo momento 
por una persona mayor de edad. 

El artículo 44 recoge las limitaciones para 
el ejercicio de la caza y de la pesca fluvial. 

El artículo 45 determina, mediante re­
misión a los correspondientes anexos, las 
especies de la fauna silvestre susceptibles 
de aprovechamiento, admitiendo excepcio­
nes en función de las actividades tradicio­
nales o de la propia gestión del 
aprovechamiento. 

El Capítulo 11, titulado Técnicas de 
Ordenación de los Aprovechamientos 
Cinegéticos y Piscícolas, contiene nueve 
artículos, divididos en cuatro secciones. 
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La Sección 1a contiene un único artícu­
lo (46), en el que se regulan las órdenes de 
vedas, que deberán estar publicadas antes 
dell5 de junio de cada año para las de caza 
y antes dell de enero para la pesca fluvial. 

La Sección Segunda contiene dos artí­
culos (47-48) dedicados a la regulación de 
las Directrices de Ordenación Cinegética y 
Piscícola, que tendrán la consideración de 
Directrices Sectoriales de Ordenación Te­
rritorial de la Ley 4/92, de Ordenación y 
Protección del Territorio de la Región de 
Murcia, y de los Planes de Ordenación Ci­
negética y Piscícola, determinando la obli­
gatoriedad de la gestión de los 
aprovechamientos conforme a dichos Pla­
nes que deberán ser aprobados por la 
Consejería de Medio Ambiente, Agricultu­
ra y Agua y cuya vigencia será de diez años. 

La Sección Tercera contiene en tres 
artículos (49-51) las normas de aprovecha­
miento de la fauna cinegética y piscícola en 
lo relativo a la anulación y suspensión de la 
actividad, a la responsabilidad por daños 
producidos por la caza o la pesca y en el 
ejercicio de la actividad así como la obliga­
ción de que los titulares de los aprovecha­
mientos realicen un control anual sobre las 
capturas que deberá ser presentado ante la 
Consejería de Medio Ambiente, Agricultu­
ra y Agua, llevando aparejada la no presen­
tación de los mismos la posibilidad de 
suspensión del ejercicio de la actividad. 

La Sección Cuarta regula en tres artí­
culos (52-54) el régimen de las licencias 
para el ejercicio de la caza y la pesca, de­
terminando la obligatoriedad de la supera­
ción de un examen teórico-práctico. 
Asimismo se establecen las causas de de­
negación y suspensión de dichas licencias, 
determinando la obligatoriedad de superar 
de nuevo el examen en los supuestos de 
retirada temporal de la licencia como con­
secuencia de la comisión de infracciones 
graves y muy graves. 

El Capítulo 111 contiene 24 artículos 
estructurados en siete secciones. 

La Sección Primera, con un único ar­
tículo (55) contiene la definición de la ac­
ción de cazar, determinando que se 
salvaguardarán los usos y costumbres 
cinegéticos y los procedimientos tradicio­
nales de caza que formen parte del acervo 
cultural de la Región de Murcia, conside­
rando expresamente como tales la caza de 
perdiz con reclamo macho, la captura de 
fringílidos con liga en ramillete y red 
abatible, la cetrería, las monterías, 
aguardos, recechos, batidas y ojeos. 

La Sección Segunda, también con un 
único artículo (56) establece el régimen 
de la propiedad de las piezas de caza. 

La Sección Tercera, contiene en tre­
ce artículos (57-69) la clasificación de 
los terrenos a efectos de caza, distin­
guiendo con carácter general entre terre­
nos cinegéticos de uso común y de uso 
especial, determinando que en los terre­
nos cinegéticos de uso común sólo po­
drán practicarse las modalidades que no 
precisen el uso de armas de fuego. Asi­
mismo se establece un registro de terre­
nos de aprovechamiento especial y se 
remite a los correspondientes planes de 
ordenación de los recursos naturales y 
planes rectores de uso y gestión para la 
regulación de la caza en los espacios na­
turales protegidos. 

Los terrenos sometidos a régimen cine­
gético especial se clasifican en: 

a) Refugios de caza. 

b) Reservas regionales de caza. 

c) Cotos de caza, que a su vez se subdivi­
den en sociales, deportivos, privados e 
intensivos. 

d) Zonas de seguridad, en las que está per­
manentemente prohibido el ejercicio de 
la caza con armas. 
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La Sección Cuarta contiene en dos 
artículos (70-71) las normas aplicables al 
transporte y comercialización de las pie­
zas de caza así como las relativas a los pe­
rros utilizados para la práctica de la caza. 

La Sección Quinta establece en dos 
artículos (72-73) la obligatoriedad de que 
todo cazador concierte un seguro que cu­
bra la obligación de indemnizar los daños 
que pudiere causar con motivo del ejerci­
cio de la caza, así como la posibilidad de 
establecer reglamentariamente medidas de 
precaución especiales en determinadas cir­
cunstancias. 

La Sección Sexta contiene en cuatro 
artículos (74-77) el régimen de las moda­
lidades tradicionales de caza exceptuadas 
de las prohibiciones generales que son las 
monterías, batidas, recechos y ojeos; la 
captura en vivo de aves fringílidas; la caza 
de perdiz con reclamo macho y la cetrería. 

La Sección Séptima contiene en un 
único artículo(78) el régimen de las gran­
jas cinegéticas, entendiendo por tales aque­
llas cuyo fin sea la producción intensiva 
de especies cinegéticas destinadas a la re­
población de terrenos de caza, para 10 que 
se utilizarán reproductores con línea 
genética silvestre autóctona, requiriéndose 
en cualquier caso autorización administra­
tiva para dicha actividad .. 

El Capítulo IV abarca 11 artículos 
estructurados en tres secciones. 

La Sección Primera, integrada por dos 
artículos (79-80) contiene la definición de 
la acción de pesca así como las diferentes 
modalidades de ejercicio de la misma, dis­
tinguiendo entre la pesca con caña para la 
captura de peces y los reteles o lamparillas 
para la pesca de cangrejos. 

La Sección Segunda contiene en ocho 
artículos (81-88) la clasificación de las 
aguas por su régimen de aprovechamien­
to, distinguiendo entre: 

a) Aguas libres. 

b) Cotos de pesca fluvial, que pueden ser 
sociales, privados o deportivos. 

c) Vedados de pesca. 

Asimismo se contiene en esta Sección 
el régimen del ejercicio de la pesca en las 
diferentes clases de aguas, de las socieda­
des deportivas de pesca así como los debe­
res de los adjudicatarios y el sistema de 
permisos para la pesca. 

La Sección Tercera establece en un úni­
co artículo (89) el régimen de la explotación 
industrial de la pesca fluvial, determinando 
la sujeción a la autorización de la Consejería 
de Medio Ambiente, Agricultura y Agua de 
la implantación de piscifactorías e instalacio­
nes de pesca intensiva. 

El Capítulo V, titulado Administración 
y Gestión de la Caza y de la Pesca Flu­
vial y su Vigilancia, consta de cinco artí­
culos (90-94), y atribuye a la Consejería 
de Medio Ambiente, Agricultura y Agua las 
competencias administrativas para la ges­
tión, ordenación y administración de la 
práctica de la caza y la pesca fluvial. 

Asimismo se crean el Consejo Asesor 
de Caza y Pesca Fluvial, la Junta Regional 
de Homologación de Trofeos de Caza y el 
Censo Regional de Caza y Pesca Fluvial. 

Se atribuye a la Guardería de la Conseje­
ría de Medio Ambiente, Agricultura y Agua 
la vigilancia del cumplimiento de las dispo­
siciones del Anteproyecto. También se atri­
buye a todo aprovechamiento cinegético o 
piscíco1a la posibilidad de disponer de un 
servicio de vigilancia a cargo de su titular. 

El artículo 2.1 determina que el Título 
V "Infracciones y Sanciones" de la Ley 7/ 
1995 pasa a ser el Título IV, sustituyéndose 
sus Capítulos 1, III y IV por los siguientes: 

El Capítulo I del Titulo IV, denomi­
nado Disposicioues Comunes contiene 15 
artículos. 
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El artículo 95 define el concepto de 
infracciones. 

El artículo 96 contiene lds principios 
generales del régimen sancionador, detenni­
nando que en ningún caso se podrá imponer 
doble sanción por los mismos hechos y en 
función de los mismos intereses públicos 
protegidos y que al denunciado se le entre­
gará copia de la denuncia extendida. 

El artículo 97 determina el régimen de 
responsabilidad de las personas jurídicas y 
de los titulares de la patria potestad o de la 
custodia respecto a los menores de edad o 
incapacitados a su cargo. 

El artículo 98 clasifica las infracciones 
en leves, graves y muy graves. 

El artículo 99 contiene las sanciones 
accesorias que se pueden imponer por la 
comisión de las infracciones. Estas sancio­
nes pueden ser: 

a) Destrucción y comiso de los medios 
utilizados para la ejecución de las in­
fracciones. 

b) Ocupación de las piezas indebidamen­
te apropiadas. 

c) Anulación o suspensión de autorizacio­
nes concedidas. 

d) 	Pérdida de las licencias de caza y pesca 
fluvial. 

e) Proponer a la Autoridad competente la 
pérdida del permiso de armas con ca­
rácter provisional o definitivo, cuando 
el infractor sea multireincidente. 

El artículo 100 atribuye al Director 
General competente la imposición de las 
sanciones por infracciones leves y graves, 
y al Consejero de Medio Ambiente, Agri­
cultura y Agua las correspondientes a in­
fracciones muy graves. La tramitación de 
estos expedientes se adecuará a 10 previsto 
en la legislación vigente de procedimiento 
administrativo. 

El artículo 101 contiene, dentro del res­
peto al principio de proporcionalidad en­
tre la gravedad real del hecho constitutivo 
de la infracción y la medida correctora, los 
criterios para la graduación de las sancio­
nes a aplicar. 

El artículo 102 crea el Registro de 
Infractores, dependiente de la Consejería 
de Medio Ambiente, Agricultura y Agua, 
determinando que las inscripciones y va­
riaciones de los asientos de las mismas se­
rán remitidas al Registro Nacional de 
Infractores de Caza y Pesca. 

El artículo 103 dispone la obligatorie­
dad de la ocupación de la pieza, viva o 
muerta, así como el comiso de cuantas ar­
tes y medios materiales o animales vivos o 
naturalizados hayan servido para la reali­
zación de la infracción. 

El artículo 104 regula el régimen para 
la retirada de las armas usadas para come­
ter la infracción. 

El artículo 105 determina los plazos de 
prescripción de las infracciones adminis­
trativas en la materia; estableciendo los 
mismos en cuatro años para las infraccio­
nes muy graves, un año para las graves y 
dos meses para las leves. 

El artículo 106 establece el sistema de 
relación de las infracciones administrati­
vas con los delitos o faltas penales, dando 
preferencia a dicha legislación. 

El artículo 107 contiene la obligación 
de reparación del daño causado y de indem­
nización de perjuicios, además de las san­
ciones penales o administrativas que en 
cada caso procedan. 

El artículo 108 establece la posibilidad 
de la imposición de multas coercitivas, pre­
vio apercibimiento, reiteradas por lapsos de 
15 días hábiles, detenninando que su cuan­
tía no podrá exceder en cada caso del vein­
te por ciento de la multa principal y con el 
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límite máximo de 500.000 pesetas por cada 
multa coercitiva. 

El artículo 109 dispone que será públi­
ca la acción para exigir ante las adminis­
traciones públicas la observancia de lo 
establecido en el Anteproyecto y las nor­
mas que se dicten para su desarrollo. 

El Capítulo m, titulado Infracciones en 
materia de caza, contiene tres artículos. 

El artículo 114 contiene la enumeración 
de las 49 infracciones leves tipificadas, que 
serán sancionadas con multa de diez mil a 
cincuenta mil pesetas, pudiendo llevar apa­
rejada consigo la suspensión o anulación 
de permisos y autorizaciones y la pérdida 
de la licencia de caza hasta un año. 

El artículo 115 contiene la enumeración 
de las 24 infracciones graves tipificadas, 
que serán sancionadas con multa de cin­
cuenta mil una a quinientas mil pesetas, 
pudiendo llevar consigo la anulación o sus­
pensión de las autorizaciones o permisos 
concedidos, así como la retirada de la li­
cencia de caza y, en su caso, la inhabilita­
ción para obtenerla en el plazo de un año. 

El artículo 116 contiene la enumeración 
de las 3 infracciones muy graves 
tipificadas, que serán sancionadas con 
multa de quinientas mil una a diez millo­
nes de pesetas, con anulación o suspensión 
de las autorizaciones y permisos concedi­
dos, así como retirada de la licencia de caza 
e imposibilidad de obtenerla por un plazo 
de hasta tres años. 

El Capítulo IV, denominado Infraccio­
nes y sanciones en materia de pesca flu­
vial, consta de tres artículos. 

El artículo 117 contiene la enumeración 
de las 31 infracciones leves tipificadas, que 
serán sancionadas con multa de diez mil a 
cincuenta mil pesetas, pudiendo llevar con­
sigo la anulación o suspensión de los per­
misos o autorizaciones concedidas y 
pérdida de la licencia de pesca hasta un año. 

El artículo 118 contiene la enumeración 
de las 21 infracciones graves, que serán 
sancionadas con multa de cincuenta mil una 
a quinientas mil pesetas, pudiendo llevar 
consigo la anulación o suspensión de los 
permisos o autorizaciones concedidas, así 
como la retirada de la licencia de pesca flu­
vial hasta un máximo de tres años. 

El artículo 119 contiene la enumera­
ción de las 6 infracciones muy graves 
tipificadas, que serán sancionadas con 
multa de quinientas mil una a diez millo­
nes de pesetas y retirada de licencia e im­
posibilidad de obtenerla por un plazo de 
diez años. 

El artículo 2.2 dispone la renumeración 
de los artículos comprendidos en el Capí­
tulo 11 de la Ley 7/1995, que pasan a ser 
los artículos 109 a 112. 

El artículo 3 dispone que el Título VI 
de la Ley 7/1995 pasa a ser el Título V, y 
se sustituye por el siguiente: 

El Título V, denominado Disposiciones 
Económicas y Presupuestarias, consta de 
un único artículo (120). 

El artículo 120 dispone que los Presu­
puestos Generales de la Comunidad Autó­
noma de la Región de Murcia podrán 
incluir subvenciones para el fomento de la 
actividad cinegética y piscícola, actualiza­
ciones de las multas previstas, actualiza­
ciones de tasas y exacciones, subvenciones 
a las inversiones en terrenos yaguas de 
aprovechamiento especial, partidas desti­
nadas a la adecuación de las instalaciones 
para la caza y la pesca. Asimismo estable­
ce que, como mínimo, los presupuestos 
incorporarán fondos en una cuantía, al 
menos equivalente a la que se origina del 
pago de las correspondientes tasas o 
exacciones derivadas del ejercicio de la 
caza o de la pesca fluvial y de las sancio­
nes que pudieran existir en las materias re­
guladas en el Anteproyecto. 
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La Disposición Transitoria Primera 
establece que los poseedores de animales, 
vivos o disecados, pertenecientes a espe­
cies protegidas deberán ponerlo en cono­
cimiento de la Consejería de Medio 
Ambiente, Agricultura y Agua, a efectos 
de la obtención de la oportuna autorización 
administrativa, en el plazo de un año. 

La Disposición Transitoria Segunda 
determina la obligatoriedad de la adapta­
ción de los cotos intensivos de caza y las 
granjas cinegéticas a las disposiciones del 
anteproyecto en el plazo de un año desde 
su entrada en vigor. 

La Disposición Transitoria Tercera 
establece un plazo de un año para que la 
Consejería de Medio Ambiente, Agricul­
tura y Agua, reclasifique los terrenos de 
aprovechamiento especial, tanto 
cinegéticos como piscícolas. 

La Disposición Transitoria Cuarta 
permite la práctica de la caza con armas de 
fuego en los terrenos de aprovechamiento 
común, hasta tanto no se constituyan cotos 
sociales y deportivos y los mismos ocupen 
una superficie de 70.000 hectáreas. Igual­
mente se permiten las actividades 
cinegéticas y piscícolas en terrenos de apro­
vechamiento especial hasta tanto no se 
aprueben las directrices de Ordenación Ci­
negética y Piscícola y se establezca regla­
mentariamente el contenido de los Planes 
de Ordenación. 

La Disposición Transitoria Quinta 
establece que los cotos privados de caza 
vigentes con anterioridad a la entrada en 
vigor de esta Ley continuarán rigiéndose 
por la normativa aplicable en el momento 
de su constitución. 

La Disposición Transitoria Sexta de­
clara la aplicación de la sanción más favo­
rable a las acciones cometidas con 
anterioridad a la entrada en vigor del Ante­
proyecto. 

La Disposición Transitoria Séptima 
determina que en el plazo de seis meses se 
publicará un nuevo baremo de valoración 
de especies de fauna vertebrada. 

La Disposición Transitoria Octava 
establece que los terrenos que se encuen­
tren constituidos en cotos de caza a la en­
trada en vigor de la Ley y cuya superficie 
no alcance las 250 hectáreas, podrán se­
guir vigentes hasta tanto no pierdan su con­
dición jurídica. 

La Disposición Final Primera autori­
za al Gobierno Regional para la elabora­
ción del desarrollo reglamentario del 
Anteproyecto. 

La Disposición Derogatoria determi­
na la derogación de cuantas disposiciones 
del ordenamiento jurídico regional se opon­
gan a lo dispuesto en el Anteproyecto, así 
como la entrada en vigor de la Ley al día 
siguiente de su publicación en el Boletín 
Oficial de la Región de Murcia. 
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--------------_.......... -­

U.OBSERVACIONES.­

A) De carácter general.- En el mismo sentido, esta Institución 

El Consejo Económico y Social de la 
Región de Murcia considera que las moti­
vaciones contempladas en la Exposición de 
Motivos del Anteproyecto de Ley de 
Modificación de la Ley 7/1995, de 21 de 
abril, de la Fauna Silvestre, Caza y Pes­
ca Fluvial de la Región de Murcia justi­
fican la necesidad de abordar una 
modificación de la citada Ley en los as­
pectos aludidos. 

En efecto, la justificación del Antepro­
yecto radica en la desactualización del ac­
tual cuerpo legal en materia de caza y pesca 
fluvial, lo que demanda su sustitución por 
una regulación legislativa que permita una 
acción pública de control efectiva y una 
adecuada unidad de función, sin limitar por 
ello los derechos de los sectores afectados y 
en consecuencia los ejes sobre los que pivota 
la presente regulación giran básicamente en 
la clasificación de los terrenos cinegéticos, 
infracciones y su sanción y la adecuación 
de conceptos generales de gestión, prácti­
ca y ejercicio de las modalidades tradicio­
nales de caza y pesca. 

Desde este punto de vista, el CESRM 
considera acertado que se proceda a una 
más concreta tipificación de las infraccio­
nes y sanciones en materia de caza y pesca 
fluvial, en tanto que la misma se traduce 
en una mayor seguridad jurídica y una 
mejor protección y control de actividades 
que pueden suponer una ayuda a la conser­
vación y explotación de la riqueza 
faunística y piscícola en nuestra Región. 

Asimismo, a juicio de este Organismo, 
una consideración específica y diferencia­
da de las actividades de caza y pesca flu­
vial debe conducir a una mejor ordenación 
de cada una de las actividades. 

valora positivamente la expresa conside­
ración de las modalidades tradicionales de 
caza que realiza el Anteproyecto, en tanto 
que las mismas forman parte del acervo 
cultural de nuestra Comunidad Autónoma 
y es, por tanto, obligación de los poderes 
públicos su conservación y fomento. 

También considera este Organismo, en 
relación con el régimen sancionador, que 
las sanciones, para ser efectivas, deben res­
petar el principio de proporcionalidad res­
pecto a la gravedad de las conductas 
merecedoras de las mismas, por lo que, a 
falta de mayor información contenida en 
el expediente remitido, se debe valorar po­
sitivamente la reducción generalizada de 
las multas y sanciones previstas, si bien es 
cierto que dicha reducción se realiza en el 
Anteproyecto al mismo tiempo que se su­
prime la posibilidad contemplada en la Ley 
7/1995 de reducir el importe de las sancio­
nes cuando haya un pago inmediato de las 
mismas por parte del infractor con el con­
siguiente reconocimiento de su responsa­
bilidad. En el mismo sentido, llama la 
atención el aumento de la duración de de­
terminadas sanciones en materia de pesca, 
cuando en relación con las mismas, en 
materia de caza, se opera la anunciada re­
ducción sin encontrarse una justificación 
para este tratamiento diferenciado. 

En sentido positivo también considera 
este Organismo que se debe valorar la téc­
nica consistente en la sustitución en bloque 
de las partes de la Ley afectadas por la mo­
dificación por las ventajas que dicha técni­
ca presenta en orden a una mayor claridad y 
facilidad en el manejo de la normativa. 

Por otra parte el CESRM quiere llamar 
la atención sobre el hecho de que ciertos 
aspectos, probablemente aquellos que me­
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jor posibilitarían el aprovechallÚento racio­
nal y el ejercicio controlado de las activida­
des de caza y pesca, que a pesar de estar 
previstos en la Ley 7/1995 no han alcanza­
do todavía un vigor efectivo por la inactivi­
dad o inhibición de la Administración 
Regional en la materia, son contemplados 
de manera más laxa en el Anteproyecto que 
se informa, 10 que puede hacer pensar que 
se está ante un retroceso en la aplicación de 
principios e instituciones básicas en la re­
gulación vigente o, como mínimo, ante una 
prórroga que la Administración quiere otor­
garse para paliar su incumplillÚento en di­
chas materias. 

Desde este punto de vista debe 
subrayarse en primer lugar la regulación 
de las Directrices de Ordenación Cinegéti­
ca y Piscícola contenida en el artículo 47 
del Anteproyecto. En la regulación del 
artículo 47 de la Ley 7/1995, aún hacién­
dose referencia sólo a la actividad cinegé­
tica, se establecía un plazo de un año para 
su elaboración por el Consejo de Gobierno 
de la Comunidad Autónoma. En el Ante­
proyecto, este plazo se amplía a dos años. 
Es decir, a los tres años de cumplirse el pla­
zo para la elaboración de las citadas direc­
trices, el plazo se amplía en dos años más. 
Este retraso o prórroga cobra mayor im­
portancia, si se tiene en cuenta el conteni­
do de las citadas directrices que, según 
dispone el mismo artículo 47, recogerán 
un diagnóstico de la actividad cinegética 
y piscícola regional, así como de sus re­
percusiones de la actividad en la econo­
mía regional y en la conservación de la 
naturaleza. Las Directrices contendrán el 
marco de referencia para la evaluación de 
los planes de ordenación cinegética y 
piscícola, los programas de manejo de 
hábitat.,>, de seguimiento de poblaciones y 
de fomento de la propia actividad, con las 
propuestas económico-financieras para su 
articulación. Como puede observarse se 
trata de un instrumento básico en el siste­

ma tanto de la Ley 7/1995, como en el del 
Anteproyecto de modificación, por 10 que, 
a juicio de este Organismo, hubiera sido 
conveniente su elaboración antes de pro­
ceder a la modificación de la Ley 7/1995, 
ya que las mismas hubieran podido propor­
cionar un conocillÚento adecuado de la rea­
lidad de las actividades cinegéticas y 
piscícolas en nuestra Región y posibilita­
do una reforma de la legislación con la su­
ficiente información para garantizar el 
acierto de la misma. 

Una situación similar se plantea en re­
lación con los Planes de Ordenación Cine­
gética y Piscícola regulados en el artículo 
48 de la Ley 7/1995 y 48 del Anteproyec­
to. En relación con los llÚsmos se amplía 
su plazo de vigencia de cinco a diez años y 
se establece una posibilidad de prórroga 
ilillÚtada, a diferencia de la regulación que 
se pretende derogar, en la que la posibili­
dad de prórroga se lillÚta a un año. La jus­
tificación de esta variación no se encuentra 
ni en la Exposición de Motivos del Ante­
proyecto que se informa ni tampoco en los 
antecedentes. Por otra parte, la obligación 
de aprobación de dichos planes se ve sen­
siblemente mermada por la desaparición de 
las disposiciones transitorias sexta y sépti­
ma de la Ley 7/1995, que determinaban la 
obligación de su aprobación en el plazo de 
un año desde la entrada en vigor de la Ley 
y, en el caso de los Planes de Ordenación 
Cinegética se deterllÚnaba que el transcur­
so del plazo señalado sin haber presenta­
do ante la Consejería de Medio Ambiente 
el mencionado Plan, determinará la anu­
lación del acto. 

Por tanto, se pasa de una regulación que 
otorgaba una importancia trascendental a 
los planes de ordenación cinegética y 
piscícola y que imponía su revisión en pla­
zos acordes con la necesidad de evaluación 
de los mismos a una regulación en la que 
no existen plazos ni sanciones para conse­
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guír la puesta en vigor de instrumentos bá­
sicos en el sistema de la Ley. La variación 
introducida cobra mayor importancia si se 
tiene en cuenta que el propio artículo 48 
del Anteproyecto, con un tenor literal igual 
al de la Ley 7/1995, dispone que el conte­
nido de los planes de ordenación se esta­
blecerá reglamentariamente. En cualquier 
caso, contendrá los datos referentes a la 
situación inicial del aprovechamiento, así 
como de las poblaciones, el número máxi­
mo de cazadores o pescadores en función 
de la superficie del coto, métodos utiliza­
dos en el control y seguimiento, programa 
de mejora del hábitat, programa de mejo­
ra de las poblaciones cinegéticas o 
acuícolas, programa de la explotación, 
programa financiero y medidas de protec­
ción de lafauna silvestre que pudiera exis­
tir en la zona aprovechada, así como las 
actuaciones a llevar a cabo para prevenir 
los daños que cualquier especie pueda oca­
sionar a las cinegéticas o no y en las ex­
plotaciones agropecuarias y forestales 
existentes en el mismo. 

En la regulación del examen teórico­
práctico necesario para la obtención de la 
primera licencia que habilite para el ejer­
cicio de la caza o de la pesca fluvial, se 
vuelven a encontrar, en opinión del 
CESRM, principios contradictorios, ya que, 
por un lado, se extiende la obligación de 
superar dicho examen a la habilitación para 
el ejercicio de la pesca fluvial, a tenor de 
lo dispuesto en el artículo 52 del Ante­
proyecto, y sin embargo, desaparece la 
Disposición Transitoria Octava de la Ley 
7/1995 que establecía que el examen acre­
ditativo de la aptitud y conocimiento pre­
cisos para el ejercicio de la caza se pondrá 
en práctica a partir del uno de enero del 
año siguiente a la publicación de esta Ley. 

Las licencias de caza obtenidas por pri­
mera vez, otorgadas entre la entrada en 
vigor de la presente Ley y la puesta en prác­

lica del examen de cazador, no eximirán 
de la necesidad de superar dicho examen 
para la consecución de una posterior li­
cencia. 

A juicio del CESRM estas considera­
ciones ponen de manifiesto la importancia 
no sólo de elaborar normas correctas des­
de el punto de vista técnico y de los princi­
pios que las inspiran, sino que es necesario, 
una vez que están en vigor, poner en mar­
cha los mecanismos previstos en las mis­
mas, incluso antes de proceder a su 
modificación. En este sentido cobra tam­
bién especial significación la desaparición 
de la Disposición Transitoria Primera de la 
Ley 7/1995, que disponía que el Gobierno 
Regional de Murcia, en el plazo máximo 
de un año a partir de la entrada en vigor 
de esta Ley, adecuará la estructura admi­
nistrativa de la Consejería de Medio Am­
biente con la dotación de medios técnicos 
y personales necesarios para desarrollar 
las previsiones de esta Ley, disposición que 
no ha tenido cumplimiento y que, al ser eli­
minada puede dar a entender que desapa­
rece la intención de la Administración 
Regional de dotarse de los medios 
organizativos, materiales y personales ne­
cesarios para el establecimiento de un nue­
vo sistema de ordenación y gestión de los 
recursos faunísticos y piscícolas acorde con 
las disposiciones y principios que informan 
la Ley 7/1995. 

Por último, el Consejo Económico y 
Social quiere llamar la atención sobre el 
hecho de que la Federación de Caza de la 
Región de Murcia ha realizado una suge­
rencia a la Administración Regional en re­
lación con la cuestión de los terrenos 
cinegéticos de aprovechamiento común, 
que en virtud de lo dispuesto en la Ley 7/ 
1995 eran terrenos en los que no se permi­
tía la actividad cinegética, pero que a raíz 
de la modificación operada por la Ley 11/ 
1995 pasaron a ser terrenos en los que sí se 
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pueden realizar estas actividades, incluidas 
las modalidades que precisen arma de fue­
go, hasta tanto no se constituyeran los co­
tos deportivos de caza y se ampliase el 
número de cotos sociales hasta ocupar una 
superficie total de 150.000 ha entre ambos. 
El Anteproyecto mantiene este sistema, 
reduciendo el número de hectáreas a 
70.000. La sugerencia realizada por la Fe­
deración de Caza de la Región de Murcia, 
que este Organismo hace suya por consi­
derarla respetuosa con los principios 
inspiradores de la Ley tiene, el siguiente 
tenor: 

Por último, en atención a los espacios 
libres o también denominados de aprove­
chamiento cinegético común, se deberfa 
hacer lo siguiente: Que no se cazara en 
ellos, salvo que una administración públí~ 
ca asumiera su gestión y responsabilidad, 
las cuales se regularían reglamentariamen­
te, con una cierta discrecionalidad para las 
mismas a la hora de regular su gestión. 
Aceptando esta sugerencia realizada por la 
propia organización de los cazadores no cabe 
duda que se podría dar satisfacción a las 
necesidades de los aficionados a la caza que 
no disponen de suficientes cotos sociales y 
deportivos para el ejercicio de su actividad 
y al mismo tiempo proteger la explotación 
racional y sostenible de los recursos 
faunísticos de la Región de Murcia. 

Corno resumen de las anteriores obser­
vaciones, el CESRM considera que sería 
conveniente que se procediese al desarro­
llo reglamentario imprescindible para la 
articulación del sistema previsto en la Ley 
7/1995 Y que, en cualquier caso, las varia­
ciones que se introducen por el Antepro­
yecto que se informa se liguen a plazos 
perentorios para su puesta en marcha, para 
evitar el riesgo de desmantelamiento de un 
sistema corno el previsto en la repetida Ley 
7/1995 que garantiza un aprovechamiento 
racional y sostenible de los recursos 

faunísticos y piscícolas de la Región al 
mismo tiempo que protege el ejercicio de 
los derechos de aquellas personas que rea­
lizan de forma legal las actividades de caza 
y pesca fluviaL 

B) Al articulado.­

El artículo 48.2 determina que la vi­
gencia del aprovechamiento quedará en 
suspenso hasta la aprobación de un nuevo 
Plan de Ordenación Cinegética o Piscícola 
y añade que excepcionalmente y por causa 
justificada, la vigencia del aprovechamien­
to podrán prorrogarse. A juicio del 
CESRM esta prórroga, al igual que sucede 
en la todavía vigente Ley 7/1995, debería 
tener un límite máximo de un año, con el 

-fin de evitar que puedan perpetuarse situa­
ciones de interinidad que indudablemente 
suponen un cuestionamiento de la vigen­
cia de este instrumento fundamental en el 
sistema de aprovechamiento de la riqueza 
faunística y piscícola de la Región de Mur­
cia. Por otra parte, este artículo amplía a 
diez años el plazo de vigencia de los Pla­
nes de Ordenación Cinegética y Piscícola, 
respecto a los cinco años previstos en el 
artículo 48.2 de la Ley 7/1995. Ajuicio de 
este OrganISmo esta ampliación del plazo 
de vigencia no se halla justificada, por lo 
que considera convenienteelmantenimien­
to del plazo de cinco años actualmente vi­
gente, para garantizar que los citados planes 
de ordenación puedan cumplir con la fun­
ción que la Ley les asigna. 

El artículo 61 contiene la definición de 
las Reservas Regionales de Caza que son 
zonas territorialmente delimitadas, decla­
radas como tales por Decreto cuyas espe­
ciales caracterfsticas de orden físico y 
biológico permiten excepcionales posibi­
lidades cinegéticas, mientras que el artí­
culo 62 de la vigente Ley 7/1995 contiene 
una definición distinta, ya que establece que 
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las reservas regionales de caza son zonas 
territorialmente delimitadas, declaradas 
como tales por la Consejería de Medio 
Ambiente, con la finalidad de promover, 
conservar, fomentar y proteger determina­
das especies, subordinando a esta finali­
dad el posible aprovechamiento de su caza. 

En opinión de este Organismo, mien­
tras que la redacción actualmente vigente 
es concluyente respecto a la finalidad per­
seguida con la figura de las reservas regio­
nales de caza, la redacción propuesta por 
el Anteproyecto puede dar lugar a equívo­
cos en cuanto a la interpretación del pre­
cepto, ya que en el mismo se omite la 
referencia expresa a la finalidad del la fi­
gura y no se consigna tampoco de modo 
expreso la subordinación de las activida­
des cinegéticas a las de fomento, protec­
ción y conservación de determinadas 
especies. Por ello, a juicio del CESRM se­
ría conveniente mantener la redacción ac­
tualmente vigente, si bien con la variación 
de atribución competencial a favor del 
Consejo de Gobierno, como propone el 
Anteproyecto. 

En los artículos 65 y 66 se opera por 
el Anteproyecto una reducción de las ex­
tensiones mínimas de los cotos deporti­
vos de caza, que pasan de las actuales 500 
hectáreas para la caza menor a 250 hectá­
reas, y de las 1000 hectáreas para la caza 
mayor a 500 hectáreas, y de los cotos pri­
vados, que pasan de 300 hectáreas para la 
caza menor a 250 hectáreas y de 600 hec­
táreas para la caza mayor a 500 hectáreas. 
A juicio del CESRM esta reducción no 
está justificada, sobre todo si se tiene en 
cuenta que la Disposición Transitoria 
Quinta del Anteproyecto contiene una 
disposición respetuosa con los derechos 
adquiridos por los cotos existentes a la 
entrada en vigor de la Ley, ya que esta­
blece que los cotos privados de caza, vi­
gentes a la entrada en vigor de esta Ley, 

seguirán rigiéndose por la normativa apli­
cable en el momento de su constitución 
en lo referente a la supeificie mínima. Por 
ello, esta Institución considera convenien­
te que se mantengan las superficies míni­
mas establecidas en los artículos 65.5 y 
66.2 de la vigente Ley 7/1995. 

El artículo 90.2 determina que la Con­
sejería de Medio Ambiente, Agricultura y 
Agua fomentará la unidad de gestión en 
los temas de caza y pesca fluvial, para lo 
cual se creará una Oficina Regional ads­
crita al centro directivo correspondiente y 
cuya estructura y funciones se determina­
rán reglamentariamente. A juicio del 
CESRM y de acuerdo con las observacio­
nes de carácter general del presente Dicta­
men, se debería incluir un plazo para el 
desarrollo reglamentario de lo dispuesto en 
este precepto. 

El artículo 93 dispone que la vigilan­
cia del cumplimiento de las disposiciones 
de la presente Ley será desempeñada por 
la Guardería de la Consejería de Medio 
Ambiente, Agricultura y Agua. Esta dispo­
sición supone la renuncia a la creación de 
una guardería específica para la vigilancia 
del cumplimiento de las disposiciones de 
la Ley, que, como es sabido, no se limitan 
a la administración y gestión de la caza y 
la pesca fluvial, sino también, y de manera 
fundamental, a la protección de la fauna 
silvestre. En efecto, el artículo 91 de la vi­
gente Ley 7/1995 establece que la vigilan­
cia del cumplimiento de las disposiciones 
de la presente Ley será desempeñada por 
la Guardería de la Consejería de Medio 
Ambiente, tanto por la guardería forestal 
como por la guardería específica que se 
creará para este menester. Ajuicio de este 
Organismo la dotación de medios perso­
nales específicamente preparados supone 
una garantía irrenunciable para la verda­
dera materialización de los principios y 
disposiciones contenidas en la regulación 

14 



ICES 


en materia de fauna silvestre, caza y pesca 
fluvial, por lo que debelÍa mantenerse la 
obligación de creación de ese sistema es­
pecífico de vigilancia y control previsto en 
la Ley 7/1995. 

El artículo 94 determina que todo apro­
vechamiento cinegético o piscícola podrá 
disponer de un servicio de vigilancia a car­
go de su titular. Esta disposición supone una 
variación importante respecto al vigente sis­
tema contenido en el articulo 92 de la Ley 
7/1995 que determina que todo coto de caza 
deportivo o privado de más de 500 hectá­
reas dispondrá de un servicio de vigilancia 
a cargo de su titular. En opinión de este 
Organismo, el sistema previsto en la Ley 7/ 
1995 responde al principio de proporciona­
lidad en el sentido de que la obligación de 
velar por el cumplimiento de las disposicio­
nes de la Ley se atribuye a los titulares de 
cotos deportivos o privados de una gran su­
perficie, lo que permite dedicar medios pú­
blicos a otras actividades en las que su 
actividad no puede ser asumida, debido a 
sus altos costes, por los particulares. 

Los artículos 95 y siguientes contie­
nen las disposiciones comunes en materia 
de infracciones y sanciones. En opinión de 
este Organismo sería conveniente que se 
mantuviese, tal y como se sugiere en las 
observaciones de carácter general del pre­
sente Dictamen, la disposición contenida 
en el artículo 105 de la vigente Ley 7/1995, 
que determina que: 

La multa impuesta se reducirá en un 30 
por 100 de su cuantía cuando se cumplan 
los siguientes requisitos: 

a) Se abone el resto de la multa en el pla­
zo máximo de quince días hábiles, con­
tados a partir del día siguiente al de la 
notificación de la resolución en que se 
imponga la sanción. 

b) 	El infractor abone en el plazo indicado 
en el apartado anterior el importe total 

de las indemnizaciones que, en su caso, 
procedan por daños y perjuicios impu­
tados a él, y abone el rescate de los efec­
tos, armas o animales. 

e) 	El infractor muestre por escrito su con­
formidad con la sanción impuesta y con 
la indemnización reclamada y renuncie 
expresamente al ejercicio de toda acción 
de impugnación en el referido plazo. 

d) 	La reducción de la multa en un 30 por 
100 según los requisitos fijados en los 
apartados anteriores, quedará anulada 
cuando el infractor sea reincidente. 

En este sentido y dado que el artículo 
100 del Anteproyecto se remite en cuanto 
a la tramitación de los expedientes sancio­
nadores a lo dispuesto en la vigente legis­
lación de procedimiento administrativo, el 
CESRM considera conveniente traer a co­
lación, en apoyo de esta sugerencia, el ar­
tículo 8 del Reglamento del procedimiento 
para el ejercicio de la potestad sanciona­
dora, aprobado por Real Decreto 1398/ 
1993, de 4 de agosto, que dispone 10 si­
guiente: 

l. 	Iniciado un procedimiento sancionador, 
si el infractor reconoce su responsabi­
lidad, se podrá resolver el procedimien­
to, con la imposición de la sanción que 
proceda. 

2. 	 Cuando la sanción tenga carácter pe­
cuniario, el pago voluntario por el im­
putado, en cualquier momento anterior 
a la resolución, podrá implicar igual­
mente la terminación del procedimien­
to, sin perjuicio de la posibilidad de 
interponer los recursos procedentes. En 
los términos o períodos expresamente 
establecidos por las correspondientes 
disposiciones legales, se podrán apli­
car reducciones sobre el importe de la 
sanción propuesta. que deberán estar 
determinadas en la notificación de ini­
ciación del procedimiento. 
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En los artículos 114 y siguientes se 
contienen las infracciones y sanciones en 
materia de caza. En relación con la nueva 
regulación de las mismas el CESRM no 
considera justificado, que el hecho de ca­
zar sin la pertinente licencia de caza pase 
a ser una infracción de carácter leve en el 
Anteproyecto, mientras que en la Ley 7/ 
1995 se catalogaba esta conducta como 
infracción de carácter grave y ello por con­
siderar que dicha conducta supone un aten­
'tado a uno de los pilares fundamentales del 
sistema previsto en la Ley que merece por 
ello la consideración de una infracción este 
carácter. 

En los artículos 117 y siguientes se 
contienen las infracciones y sanciones en 
materia de pesca fluvial. En relación con 
la nueva regulación, esta Institución quie­
re realizar dos consideraciones. 

La primera es que, al igual que se ha 
expuesto en relación con la modificación 
del carácter de la infracción derivada de no 
poseer la correspondiente licencia de caza, 
la misma se opera también en materia de 
pesca, pasando por tanto de ser considera­
da una infracción de carácter grave a leve. 
Valgan por tanto las observaciones reali­
zadas en el apartado precedente. 

La segunda hace referencia al tratamien­
to desigual realizado por el Anteproyecto 
respecto a las sanciones no pecuniarias en 
relación con las derivadas de infracciones 
en materia de caza y pesca fluvial. 

En efecto, las sanciones consistentes en 
la retirada de la licencia de caza y, en su 
caso, la inhabilitación para obtenerla pasa 
de un período de uno a tres años a un máxi­
mo de un año para las infracciones graves; 
y de un período de tres a cinco años a un 
máximo de tres años para las infracciones 
muy graves. Sin embargo, en materia de 
pesca, estas mismas sanciones pasan a ser 
de hasta un máximo de tres años para las 
infracciones graves y de diez años (sin con­

signar en este caso el carácter máximo del 
plazo establecido) en el caso de las infrac­
ciones muy graves. 

A juicio de este Organismo esta dife­
rencia de tratamiento no está justificada y 
por tanto sugiere que se mantenga la igual­
dad de tratamiento en esta materia estable­
cida por la vigente Ley 7/1995. 

En relación con el artículo 120 del 
Anteproyecto, que contiene determinadas 
disposiciones en materia presupuestaria, el 
CESRM hace suyas las manifestaciones 
contenidas en el informe de la Dirección 
General de Presupuestos y Finanzas de la 
Consejería de Economía y Hacienda que 
recomienda la supresión del citado artícu­
lo en base a las siguientes razones: 

-Las disposiciones de esta Ley no pue­
den determinar el contenido de una Ley 
posterior y del mismo rango normati­
vo. 

-La Ley de Presupuestos Generales, por 
su propia naturaleza, recogerá las pre­
visiones de ingresos y los créditos para 
gastos necesarios para el desarrollo y 
ejecución de las materias reguladas en 
este Anteproyecto, igual que para el 
ejercicio de cualquiera de las compe­
tencias de la Administración Regional, 
dentro del marco de las directrices de 
la política económica y de las disponi­
bilidades presupuestarias de cada ejer­
cicio. 

-Por la propia naturaleza jurídica de 
las tasas, la Ley de Presupuestos Ge­
nerales, en las materias relacionadas 
con este Anteproyecto, siempre reco­
gerá créditos por un importe superior 
a los ingresos que se produzcan en 
concepto de tasas. Por otra parte, de 
acuerdo con lo dispuesto en la Ley de 
Hacienda, solo tendrán la condición 
de ampliables aquellos créditos que 
de modo taxativo y debidamente 
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explicitado se relacionen en las Le­
yes de Presupuestos Generales. 

Por último, el CESRM, de acuerdo con 
lo manifestado en el apartado de observa­
ciones de carácter general del presente Dic­
tamen, considera que en las disposiciones 
transitorias del Anteproyecto debería incluir­
se el contenido de las Disposiciones Transi­
torias Primera, Sexta, Séptima y Octava de 
la Ley 7/1995, porque las mismas expresan 

la obligación de que la Administración Re­
gional dé cumplimiento a sus propios com­
promisos de cara a la puesta en vigor del 
sistema previsto tanto en la Ley 7/1995 
como en el propio Anteproyecto sometido a 
Dictamen, por lo que la desaparición de las 
citadas disposiciones transitorias sólo esta­
ría justificada en el supuesto de que las mis­
mas ya hubieran sido cumplidas por la 
Administración Regional. 

IV. CONCLUSIONES.­

1.- El Consejo Económico y Social de 
la Región de Murcia considera que las 
motivaciones contempladas en la Exposi­
ción de Motivos del Anteproyecto de Ley 
de Modificación de la Ley 7/1995, de 21 
de abril, de la Fauna Silvestre, Caza y 
Pesca Fluvial de la Región de Murcia 
justifican la necesidad de abordar una mo­
dificación de la citada Ley en los aspectos 
aludidos, con las observaciones recogidas 
en el cuerpo del presente Dictamen. 

El CESRM quiere valorar expresa­
mente de forma positiva las siguientes cues­
tiones abordadas por el Anteproyecto 
sometido a Dictamen: 

a. 	 La más concreta tipificación de las in­
fracciones en materia de caza y pesca 
fluvial. 

b. 	 La expresa consideración de las moda­
lidades tradicionales de caza que reali­
za el Anteproyecto, en tanto que las 
mismas forman parte del acervo cultu­
ral de la Comunidad Autónoma de la 
Región de Murcia 

c. 	 El mayor respeto al principio de pro­
porcionalidad manifestado en la re­
ducción generalizada de la cuantía de 
las sanciones en materia de caza y 
pesca. 

3.- El CESRM quiere llamar la atención 
del Gobierno Regional sobre la necesidad 
de realizar en breve plazo el desarrollo re­
glamentario de la Ley 7/1995 y del Ante­
proyecto, incluyendo plazos para el mismo, 
dado que el sistema establecido, tanto en 
la vigente Ley como en la modificación 
prevista, depende en gran medida de dicho 
desarrollo. 

En concreto, a juicio del CESRM se de­
bería reducir el plazo para la aprobación de 
las Directrices de Ordenación Cinegética y 
Piscícola e iniciar de inmediato la elabora­
ción de las mismas para que puedan ser apro­
badas en el más breve plazo posible. 

Asimismo debería procederse a un pron­
to desarrollo reglamentario del contenido de 
los Planes de Ordenación Cinegética y 
Piscícola para que se pueda poner en prácti­
ca este instrumento fundamental para el or­
denado aprovechamiento de estos recursos. 

En el mismo sentido, el CESRM consi­
dera imprescindible que se establezcan los 
mecanismos necesarios para hacer efecti­
va en el más breve plazo posible la obliga­
ción de realizar un examen teórico-práctico 
para la obtención de la licencia que habili­
te para el ejercicio de la caza o la pesca 
fluvial. 
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4.- En relación con el nuevo régimen 
de infracciones y sanciones previsto en el 
Anteproyecto, el CESRM considera que las 
infracciones consistentes en la caza y la 
pesca sin la correspondiente licencia de­
ben mantener la consideración de infrac­
ciones graves de la vigente Ley 7/1995, y 
no de leves corno prevé el Anteproyecto. 

Por otra parte, esta Institución conside­
ra que no existe justificación para el trata­
miento desigual que el Anteproyecto realiza 
en relación con las sanciones no pecunia­
rias en materia de caza y pesca, por 10 que 
recomienda que, al igual que se unifica el 

VOBO 

El Presidente del Consejo Económico 
y Social 

Antonio Reverte Navarro 

tratamiento de las sanciones económicas en 
ambas materias, se unifique el tratamiento 
de las restantes sanciones. 

5.- El CESRM considera necesario que 
se realicen por parte del Gobierno Regional 
las pertinentes modificaciones en la estruc­
tura administrativa para conseguir la adapta­
ción de la misma al sistema previsto en la 
Ley 7/1995 Y en el Anteproyecto sometido a 
Dictamen, así corno la dotación de las mis­
mas con los medios materiales y personales 
imprescindibles para el cumplimiento de las 
disposiciones contenidas en la legislación 
sobre fauna silvestre, caza y pesca fluvial. 

Murcia, a 19 de Abril de 1.999 

El Secretario General del Consejo 
Económico y Social 

Isidro Ródenas Ruiz 
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